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			Nota del autor

			Este breve texto es una secuela del libro Operación Cataluña, y por lo tanto es un libro sobre la corrupción política que ha asolado Cataluña, sobre cómo algunos políticos catalanes se han llenado los bolsillos y, también, sobre cómo, desde Madrid, se ha luchado contra esta situación. Es, por tanto, un libro sobre corrupción y métodos de investigación. Por eso, el mismo día que se presentaba la primera edición al público de ese libro, yo comparecía en una comisión parlamentaria para declarar como testigo sobre lo que conocía de la denominada Operación Cataluña. En mi intervención inicial les manifesté a los parlamentarios: «Yo, como todos ustedes saben, ni creo ni promulgo con las ideas secesionistas de muchos de sus grupos parlamentarios. Más bien al contrario, porque creo en la unidad de España y en una Cataluña integrada en el territorio español. Sin embargo, sé y pruebo, en el libro Operación Cataluña, que un grupo de policías liderados por Eugenio Pino se han dedicado a investigarles a ustedes de manera prospectiva para luchar, desde las cloacas, contra los que piensan diferente a ellos. Sé que a los que aparecen en el libro y a quienes les mandaban no les gustará leer lo que han hecho, porque querían que fuese secreto. Pero, también, confío que si se da publicidad a lo que desde un Gobierno se ha llegado a hacer con fondos públicos: confidentes pagados por mentir, contratación de espías de Gobiernos extranjeros o, incluso, manteniendo en prisión a confidentes para ablandarlos, prometiendo impunidad en procesos judiciales y parando investigaciones policiales en marcha para provocar denuncias, ustedes se darán cuenta que el mandato de Fernández Díaz ha sido más propio del más puro macartismo americano que de una democracia occidental. Y espero que algún día los ciudadanos catalanes podamos pensar libremente sin temor a ser detenidos, como han hecho conmigo en dos ocasiones en estos cinco años y no en una como se cree».

			Fue un discurso meditado donde defendí las investigaciones con control judicial para evitar la vulneración de derechos fundamentales. Aquel día, además, señalé que desde la llegada al Ministerio del Interior del magistrado Zoido y, al Partido Popular de Catalunya de Xavier García Albiol, las «cloacas del estado» habían desaparecido para dejar a un lado las investigaciones prospectivas de corte inquisitorial sobre las personas y dar paso a las instrucciones judiciales bajo la más estricta garantía del Estado de derecho. Y cómo a partir de esos momentos el Estado ganó una partida que perdía en las sombras. Y eso es lo que pruebo y narro en este nuevo libro porque es lo que ha ocurrido durante el año 2017, periodo en el que las fuerzas y cuerpos de seguridad, como policía judicial, han promovido una investigación global de la actividad del Gobierno de la Generalitat para romper con el resto de España, mediante la creación de estructuras ocultas para llevar a cabo un referéndum claramente ilegal. Y por eso era necesario que en este libro se contase lo que ha ocurrido en Madrid y en Barcelona, para que al Estado no le quedase más remedio que aplicar el artículo 155 de la Constitución Española y destituir al Gobierno de la Generalitat de Catalunya.

			Hasta ese momento, la sociedad catalana, lejos de estar fragmentada, había permitido la convivencia de todo tipo de ideologías y siempre ha rechazado la violencia, tanto civil como institucional. Por eso desde el pensamiento unionista asociábamos al nacionalismo catalán con la modernidad y el progreso, sin saber que, también, algunos nos estaban robando. Ellos, por su parte, soportaban nuestros ideales —de izquierda o de derecha— sustentados en la querencia de la unidad de España. Sin embargo, tras la deriva secesionista de un pequeño espectro del nacionalismo moderado y el afloramiento del independentismo más excluyente, el expresident de la Generalitat Carles Puigdemont, necesitado de enemigos, señalaba a España como un elefante hambriento que nos llevaba a una situación de tensión donde todos nos debíamos posicionar políticamente. Es obvio que las imágenes de mujeres sangrando el 1 de octubre nadie las quiso y que en ese momento Mariano Rajoy se jugó perder a una sociedad que entendía la necesidad de devolver a la normalidad democrática a un Parlament que estaba llevando a cabo una actividad contraria a la legalidad constitucional.

			Tampoco se puede olvidar que desde el Gobierno central se prometió que el día 1 de octubre no se iba a celebrar un referéndum. ¿Y qué pasó? Que hubo urnas, que hubo papeletas y los secesionistas se creyeron que podían vencer al Estado y crear la república de Cataluña. Pero, si se comprueba de forma global y cronológica lo que ha ocurrido durante este último año, solo se puede concluir que en el camino hacia la independencia, Puigdemont, Junqueras y su entorno se han comportado de forma reaccionaria y antiliberal. Si en la nota a la primera edición de Operación Cataluña indicaba que no creo en los movimientos secesionistas y que quería seguir siendo español en Cataluña, en este libro debo señalar que desde que el 6 de septiembre el Gobierno catalán rasgó la convivencia parlamentaria y se posicionó al otro lado de la ley demostrando un discurso supremacista y una concepción de la democracia secesionista y poco pluralista, el Gobierno central creyó que era necesaria la aplicación del 155 y la vuelta a la normalidad de las instituciones.

			Creo, sinceramente, que tampoco era necesario usar el derecho penal y la medida de privación de libertad para castigar una actividad ilegal, más cuando su encaje en el derecho de rebelión es de difícil sustento intelectual. Por eso creo que es un error el encarcelamiento del Govern pero, ni mucho menos, una decisión política ya que la Audiencia Nacional ha demostrado en sobradas ocasiones que no existen presos políticos en nuestro país.

			Ahora lo único importante es que todo el mundo practique una cierta contención, incluida la verbal, y que nadie quiera someter a los vencidos para que, de una vez por todas, se practiquen políticas de diálogo y convivencia que nos permitan volver a pensar como queramos sin necesidad de vocear nuestra ideología. Y, por eso, mediante la mera descripción de hechos, una equidistancia necesaria e información desconocida hasta hoy, el lector podrá llegar a sus propias conclusiones y valorar si la aplicación del artículo 155 era o no necesaria.

		

	
		
			Operación Diálogo

			10 de enero de 2017 
Departament d’ Economia de la Generalitat

			Aquella mañana, Soraya Sáenz de Santamaría llegó, de negro impoluto, al Departament d’Economia de la Generalitat para entrevistarse con el vicepresidente de la Generalitat Oriol Junqueras.

			El Gobierno central afrontaba la nueva legislatura en minoría con disposición al diálogo. En el caso de Cataluña, con un límite: «no hay nada que hablar respecto a la exigencia de celebrar un referéndum de autodeterminación». Sobre las 46 demandas presentadas por Carles Puigdemont a Mariano Rajoy, un año antes, el Ejecutivo estaba abierto a la negociación de todas ellas, incluidas las referidas a la financiación de Cataluña. Incluso, indicaba a su círculo más cercano, estaba dispuesto a decir sí al paquete completo con una salvedad: nada se puede dialogar en relación con la aspiración de independencia.

			Rajoy tenía claro que no quería intervenir la autonomía con el uso del artículo 155 de la Constitución1 y había designado a la vicepresidenta con el encargo de establecer una «línea caliente» con las autoridades y la sociedad civil de Cataluña.

			Sáenz de Santamaría, instalada en un despacho en la Delegación del Gobierno en Barcelona, había nombrado delegado del Gobierno a un hombre de su confianza, Enric Millo. Creyeron que con un plan de inversiones, talante, buenas palabras y la mano tendida de forma permanente, el desafío independentista al Estado no llegaría a mayores.

			Pero se equivocaron. Y esa mañana se darían cuenta.

			La vicepresidenta ascendió los escalones del viejo edificio del Gobierno catalán con ganas de arreglar el problema secesionista. Un funcionario la acompañó al despacho de Oriol Junqueras que le esperaba en el interior. El optimismo también corría en las filas nacionalistas. Puigdemont y Junqueras creían firmemente que podrían llevar a cabo el referéndum. En el Ejecutivo catalán se hablaba de un «cambio de discurso de Madrid» que podría permitir el entendimiento. Incluso veían con buenos ojos a Xavier García Albiol, sustituto de Alicia Sánchez Camacho al frente del PP catalán, siempre contundente contra el proyecto independentista. pero que aseguraba en privado que la suspensión de la autonomía no era la solución.

			Minutos después, sentados en sendos sillones negros, el vicepresidente catalán no tardó en poner sobre la mesa el referéndum y otros temas como la crisis de la deuda española y el agotamiento de la hucha de las pensiones.

			«El Gobierno está dispuesto a negociar los 46 puntos que se nos hicieron llegar, salvo el referido a la independencia, o a la realización de un referéndum», expuso la vicepresidenta.

			Al parecer, o eso dijo Junqueras a su equipo, él se cerró en banda y le manifestó:

			«Prometimos a nuestros votantes que en dieciocho meses declararíamos la independencia. Podemos no conseguirlo, pero la necesidad de que el pueblo catalán vote su futuro en un referéndum es innegociable.»

			Para gobernar habían pactado con la CUP la realización de un referéndum para independizar a Cataluña y, de manera simultánea o inmediatamente después, aprobar las leyes de transición; a continuación se celebrarían las elecciones constituyentes y, finalmente, el referéndum de ratificación de la Constitución de la republica catalana. Es decir, Junts pel Sí (JxSí) tiene en mente aprobar una «Declaración de Independencia de carácter unilateral» (DUI) en un año y medio como máximo.

			«Pero estamos dispuestos a hablar y a mediar con vosotros todo lo que sea necesario», añadió Junqueras.

			Sin embargo, no le dijo que aquella reunión no era más que un ardid. La estrategia para llegar a un Estado propio se había diseñado en septiembre de 2015 y la bautizaron con el nombre de #EnfoCATs. Requería como señuelo una oferta de mediación y diálogo. Entre las vías para conseguirlo, habían planeado la exhibición de «determinación política (….) generando como último recurso un conflicto democrático de amplio apoyo ciudadano, «orientado a generar inestabilidad política y económica, que fuerce al Estado a aceptar la negociación de la separación o un referéndum forzado». «Si no se pudiese convocar el referéndum, se procedería a una DUI obligando al Estado a aceptar la declaración».

			El plan era comenzar de una manera conservadora, incrementando paulatinamente el nivel de conflictividad según la respuesta del Estado, bajo el liderazgo y con coordinación de todos los actores implicados y sin ningún género de duda de acciones y calendario».

			Los secesionistas vaticinaban que la declaración unilateral de independencia (DUI) «generará un conflicto que bien gestionado puede llevar a un Estado propio porque el Estado español no reconocerá el derecho a hacer un referéndum pero, si lo ve todo perdido, lo hará hacer para que lo perdamos».

			Tras dos horas de reunión la vicepresidenta salía del edificio con una gran sonrisa en los labios y, rodeada de micrófonos, señalaba:

			«No podemos negociar aquello de lo que no podemos disponer. Es una cuestión que decide el conjunto del pueblo español. No tenemos capacidad de decisión.»

			A solas debió llamar a los miembros de su gabinete porque desde ese día se preparó un estudio sobre cómo responder si Junqueras seguía adelante con la idea de realizar un referéndum, evitar el victimismo nacionalista, fomentar las contradicciones internas en el bloque separatista y conceder a la Fiscalía vía libre para actuar.

			27 de enero de 2017 
Ministerio del Interior

			Cuando el magistrado Juan Ignacio Zoido llegó al Ministerio del Interior, ignoraba lo que ocurría realmente entre sus paredes.

			Todo cuanto sabía era que tenía una lacra y había que erradicarla. A bordo de su coche oficial esa mañana fría de enero se dirigía a Alicante para visitar a la familia del policía nacional herido el pasado fin de semana en una persecución a un coche robado desde Alicante hasta Crevillent. Acababa de promocionar su primer refuerzo de policías nacionales que habían ascendido por concurso general de méritos y decidió que Cataluña iba a recibir la mayoría de los efectivos para que se desplegasen por el territorio. Intuía que aquel año iba a ser muy caliente en ese territorio.

			Pero de vuelta hacia Madrid, esa tarde, lo que más le preocupaba era la remodelación que tenía que hacer en todo el ministerio, aunque «aún ni siquiera se imaginaba cómo había podido llegar a ser ministro del Interior». En el coche debió recordar sus primeros años como juez de Utrera porque lo cierto es que conocía bien el trabajo policial que, además, reconocía. A lo largo de su trayectoria política —había sido delegado del Gobierno en Andalucía y en Castilla-La Mancha, además de alcalde de Sevilla—, había estado en permanente contacto con las fuerzas de seguridad, lo que permitía a los policías pensar que, al fin, tenían un ministro que sabe lo que hacen y que reconoce sus méritos.

			Por eso Zoido dijo basta a las investigaciones sin amparo judicial y a las cloacas policiales. Dijo basta a la guerra de comisarios. Y dijo basta a la Operación Cataluña. El ministro tenía decidido apartar de la cúpula del Cuerpo a todos los comisarios y mandos intermedios que formaron parte del «equipo en la sombra» de Eugenio Pino. Había encargado el estudio de cómo reestructurar el ministerio. Lo primero que pensaba hacer era apartar de su puesto en la Comisaría General de Información a García Castaño y clausurar la Brigada de Análisis y Revisión de Casos, que entre otros investigaba el 11-M, el «caso Faisán» y la desaparición de Marta del Castillo. ¿Recuerdan quiénes eran? Esos policías que junto a Villarejo o Martin Blas habían estado investigando en Cataluña para luchar contra el soberanismo desde las sombras.

			Pues bien, Zoido estaba harto de la camarilla policial y la pensaba erradicar. Sus más cercanos señalan que con su retranca andaluza minimiza muchas situaciones conflictivas pero que, principalmente, es un hombre aferrado a que «el Estado de derecho se imponga» y las cloacas del Estado «pasen a la historia». Además, pretendía una reforma completa de la estructura organizativa de la policía que se enmarcaría en el plan de Política de Seguridad Nacional para el siglo xxi que había anunciado en su comparecencia en el Congreso de los Diputados del pasado diciembre. El titular de Interior consideraba necesario acometer esta reforma al constatarse que los nuevos retos en materia de seguridad exigían nuevas respuestas.

			Sin embargo, no se sabe que la primera orden que dio a los mandos policiales fue que «se habían acabado las investigaciones sobre las personas».

			A partir de este momento, advirtió, se realizarán investigaciones sobre los delitos que se comentan y no se buscarán mediante investigaciones prospectivas.

			En cuanto el chófer paró frente al Ministerio, Zoido no imaginaba que esa misma mañana otro exmagistrado, el senador de ERC Santiago Vidal, iba a dar el pistoletazo de salida a la investigación judicial de los movimientos independentistas catalanes.

			Juzgado de Guardia de Barcelona

			«La Generalitat tiene todos vuestros datos fiscales. Esto es ilegal porque está protegido por la Ley de bases de datos. Son unos datos reservados, en teoría los que llevamos este proceso no deberíamos tener acceso a ellos, pero a veces suceden cosas, no os diremos cómo, porque no es exactamente legal», había dicho en una serie de conferencias Santiago Vidal (asesor del consejero de Justicia de la Generalitat) que esa mañana había desvelado el diario El País.

			Vidal también había reiterado en sus intervenciones que el Gobierno catalán había reservado 400 millones de euros, en los presupuestos de la Generalitat de 2017, para organizar el referéndum y construir las estructuras de Estado. «No os diré en qué epígrafes de los presupuestos están incluidos, porque están debidamente camuflados, porque si no nos los impugnarían inmediatamente».

			Por eso, el abogado Miguel Durán (¿Recuerdan quién es? La persona que había dicho que le habían ofrecido el pendrive del hackeo a los ordenadores de Jordi Pujol Ferrusola) acababa de presentar en el juzgado de guardia de Barcelona una denuncia contra el dirigente republicano por los supuestos delitos de revelación de secretos, infidelidad en la custodia de documentos, prevaricación, rebelión y sedición. La denuncia pretendía conocer quién tenía acceso a los datos fiscales y quiénes habían sido los autores de los presuntos delitos.

			Pocos días después el juzgado de instrucción número 13 de Barcelona admitió a trámite la denuncia y acordó abrir las diligencias previas 118/2017 por un presunto delito de revelación de secretos y acordó el secreto de sumario. Era el inicio de la Operación Anubis con la que se asestaría un golpe, casi mortal, a la organización del referéndum de independencia del 1 de octubre.

			Las palabras del senador de ERC también provocaron la ruptura de la Operación Diálogo.

			1 de febrero 
Congreso de los Diputados

			Con el pelo blanco alborotado, el diputado republicano Joan Tardà se levantó en el hemiciclo:

			«Si ustedes se empeñan en negar las urnas, sepan que de igual manera vamos a convocar el referéndum y vamos a ejercer el derecho a decidir, razón por la que sería bueno que corrigieran y se sentarán en la mesa de negociación —dijo Tardà, para añadir—: Esperaremos al Ejecutivo del PP hasta el último momento».

			El republicano, malencarado, mostraba en el movimiento de sus manos su preocupación. Días antes Santiago Vidal había renunciado al escaño y, tras el Comité de Dirección del PP, Pablo Casado había acusado a la Generalitat de estar atentando contra los derechos individuales de los catalanes y sugirió que sus prácticas eran «totalitarias» y «xenófobas». Tras una pausa, dirigió su mirada a la vicepresidenta del Gobierno y añadió:

			«Finalmente, por favor, desautorice al señor Casado que se ha negado a sí mismo y al PP afirmando que el Gobierno democrático de Catalunya era un Gobierno xenófobo. Por favor, ¡levántese y desautorícelo!»

			Soraya Sáenz de Santamaría se levantó y sin mediar respiro dijo:

			«Sobre la última cuestión, señor Tardà, tiene usted más fina la piel que la boca —le espetó, y recordó las salidas de tono de Gabriel Rufián, también de ERC. A partir de ahí, reiteró que el Gobierno hará cumplir la ley —aunque sin especificar cómo— y sacó a colación las revelaciones del exsenador Santiago Vidal—: Se jactan de que los ciudadanos son vigilados y los jueces calificados (…) Eso no es democracia» —denunció, e instó a la Generalidad a recuperar la “moderación” y no abrazar los postulados de las CUP.

			El Partido Popular había decidido volver a mostrar su perfil más duro frente a los que apoyan el proceso de autodeterminación. La Operación Diálogo ya no existía y esa sesión de control mostró el cambio de tono en las relaciones entre Moncloa y el mundo independentista. A partir de entonces, el Gobierno empezó a deslizar en público y en privado que precintaría colegios electorales y aplicaría las medidas coercitivas necesarias para frenar el referéndum en cumplimiento de la legalidad vigente.

			Tras el rifirrafe entre Santamaría y Tardà, Rajoy abandonó el Hemiciclo no sin antes dejar un par de advertencias a «algunas personas de algún partido político de Cataluña que quieren lisa y llanamente hacer cosas saltándose la ley». El presidente del Gobierno reiteró que el referéndum no se puede celebrar «porque es ilegal y algo que es ilegal no se puede hacer».

			Barcelona 
Pacto Nacional por el Referéndum

			Al mismo tiempo, los independentistas continuaban con el punto del orden del día que recogía su hoja de ruta. Los miembros del Pacto Nacional por el Referéndum se reunían ese miércoles por segunda vez para aprobar el manifiesto donde indicaban que «somos una nación porque la mayoría de los catalanes así lo sienten». Su objetivo es buscar adhesiones al desafío independentista «en Cataluña, España y el mundo».

			El documento reivindicaba la soberanía del Parlamento de Cataluña como «la institución democrática donde se manifiesta la voluntad popular del país» y garantiza el respaldo a «aquellas iniciativas y acuerdos que surjan para la articulación de este referéndum». A la reunión asistieron la alcaldesa de Barcelona, Ada Colau; el vicepresidente de la Generalitat, Oriol Junqueras; la portavoz del Ejecutivo regional, Neus Munté; el consejero de Asuntos Exteriores, Raül Romeva; la consejera de Gobernación, Meritxell Borràs y el consejero de Justicia, Carles Mundó.
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Articulo 155

1. Si una Comunidad Auténoma no cumpliere las obligaciones que
la Constitucion u otras leyes le impongan, o actuare de forma
que atente gravemente alinterés general de Espafia, el Gobierno,
previo requerimiento al Presidente de 12 Comunidad Auténoma
y, en el caso de no ser atendido, con |a aprobacion por mayoria
absoluta del Senado, podra adoptar \as medidas necesarias para
obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones
o parala proteccion del mencionado interés general.

e las medidas previstas en el apartado anterior,

dar instrucciones a todas las autoridades de

SECUELA DE
OPERACION
CATALUNA

10°1NQ

2. Para la ejecucion d
el Gobierno podra
las Comunidades Auténomas.
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